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SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

/ 

En Lima, a los 14 días del mes de noviembre de 2005 , la Sala Segunda del Tri buna l 
Constitucional, integrada por los magistrados Bardelli Lartirigoyen, Gonzales Ojeda y 
Vergara Gotelli, pronuncia la siguiente sentencia 

ASUNTO 
Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Edilberto Bada Castill o. 

representante de la Empresa Grifo Chicama EIRL, contra la sentencia de la Segunda Sa la 
Civil de la Corte Superior de Justicia de la Libertad, de fojas 154, su fecha 6 de mayo de 
2005, que declara improcedente la demanda de autos . 

ANTECEDENTES 

Con fecha 19 de diciembre de 2003, el recurrente interpone demanda de ampaw 
contra el Gerente General del Organismo Supervisor de Inversión en Energía (OS INE RG). 
solicitando se declare inaplicable la Resolución de Gerencia General de Osinerg N. O 322-
2003-0S/GG, de fecha 3 de junio de 2003 (que declara improcedente la so li c itud de 
ampliación del plazo para regularizar su situación y la sanciona con una multa de cinco (5) 
UIT), y la Resolución del Consejo Directivo de Osinerg N.O 170-2003-0S/CD, su fecha 13 

¡d~ octubre de 2003 (mediante la cual se declara infundado el recurso de apelación 
¡ ~resentado contra la referida resolución de gerencia general ), por considerar que vulneran 
t ~hs derechos al debido proceso, a la libertad de empresa ya la libertad de trabajo; debiendo . 
/ por tanto, ordenarse que se reponga las cosas al estado anterior a la violación, para obtener 

fta autorización e inscripción en el Registro de la Dirección General de Hidrocarburos para 
la comercialización de combustible líquido en el Anexo del Grifo Chicama E. I.R.L. (sic). 
ubicado en la zona rural de Cartavio, distrito de Magdalena de Cao, prov inci a de Ascope. 

I departamento de La Libertad. 

Ji OSINERG contesta la demanda manifestando que las resoluciones cuesti onadas 
fueron expedidas debido a que el grifo del demandante ha estado funcionando no obstante 
carecer de autorización del sector Energía y Minas para la comerc ializac ión de 
combustible, como lo exige el artículo 5° del Reglamento para la Comerciali zaci ón de 
Combustibles Líquidos y otros productos derivados de los hidrocarburos. apro bado 
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mediante el Decreto Supremo N.o 030-98-EM, lo cual constituye una infracc ión 
administrati va. 

El Cuarto Juzgado Especializado Civil de Trujillo, con fecha 19 de mayo de 2004. 
declaró improcedente la demanda, argumentando que OSINERG en e jercicio de sus 
funciones establecidas en el Decreto Supremo N.O 030-98- EM, procedió a ex ped ir la 
resolución cuestionada en el presente proceso, luego de constatar que el grifo del recurrente 
no contaba con la autorización e inscripción en el Registro de la Dirección General de 
Hidrocarburos o DREM del Ministerio de Energía y Minas. 

La recurrida confirmó la apelada por considerar que de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo SO del Código Procesal Constitucional [se debe preci sar que se 
refiere al inciso 2) del artículo señalado] no proceden las procesos constitucionales cuando 
existen vías procedimental es específicas igualmente satisfactorias para la protecc ión de l 
derecho constitucional amenazado o vulnerado y que, por tanto, las reso luciones 
administrativas como las que son materia de la presente demanda son pas ibl es de 
impugnación mediante la acción contencioso-administrativa. 

FUNDAMENTOS 

1. Mediante el presente proceso constitucional el recurrente so licita la inapli cac ión de la 
Resolución de Gerencia General de OSINERG N° 322-2003-0S/GG, de fec ha 3 de 
junio de 2003, y la Resolución del Consejo Directivo N° 170-2003-0 S/C D, de fecha 13 
de octubre de 2003 y, por ende, se suspenda la ejecución de la sanción admini strati va 
impuesta al recurrente dispuesta por OSINERG. Alega que dicha sanci ón transgrede sus 
derechos constitucionales al debido proceso, a la libertad de empresa y a la libertad de 
trabajo. 

El artículo 2° de la Ley 26734 dispone que la misión de OSIN ERG es fi scali zar e l 
cu plimiento de las disposiciones legales y técnicas relacionadas con las ac ti vidades de 
1 sub sectores de electricidad e hidrocarburos . El artículo 36° del reglamento de la 

encionada ley, aprobado mediante Decreto 054-200 ¡-PCM, establece que di cha 
' ( nción fiscalizadora lo autoriza a imponer sanciones -entre otras, multa y/o el cierre 

temporal o definitivo- a los establecimientos que incumplan las di sposiciones que 
expida en ejercicio de sus funciones . 

3. De los considerandos de la Resolución N° 322-2003-0S/GG , a fojas 43 de autos. se 
desprende que el local ubicado en carretera Mz. G-5 , lotes 1, 2 y 3 del sector N° 4. 
Urbanización Juan Velazco-Cartavio, del Distrito de Santiago de Cao, Provincia de 
Ascope, Departamento de la Libertad, se constató, conforme al Ac ta Aprobatoria N° 
07673-APC, que dicho local viene comercializando combustibl e líquido sin contar con 
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la constancia de registro vigente otorgada por la Dirección Regional de Energía y M i nas 
o la constancia de registro de la DGH correspondiente. 

4. Asimismo, la sanción impuesta al demandante se encuentra establecida en el art ícu lo 10 
de la Ley Complementaria de Fortalecimiento Institucional de OSfNERG (Ley 27699). 
razón por la cual no puede considerarse un abuso de derecho por parte de la enti dad 
demandada, toda vez que ha actuado en uso de sus facultades como organi smo 
regulador y supervisor del uso e inversión de energía eléctrica e hidrocarburos . 

5. En el caso de autos, el demandante carece de la autori zación respecti va y de la 
constancia de registro otorgada por la Dirección General de Hidrocarburos del 
Ministerio de Energía y minas. Si bien es cierto que a toda persona le as iste el derecho 
al trabajo, no lo es menos que su ejercicio no es irrestricto pues debe estar sujeto a l 
cumplimiento de ciertas exigencias administrativas y/o legales 

6. En consecuencia, no habiéndose acreditado la vulneración del derecho constituciona l 
invocado, carece de sustento la demanda. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le contiere 
la Constitución Política del Perú 

HA RESUELTO 

Declarar INFUNDADA la demanda de amparo. 

Publíquese y notifiquese. 

ss. 

BARDELLI LARTIRIGOYEN 
GONZALES OJEDA 
VERGARA GOTELLI 

Lo o : 

Dr. Daniel Figallo Rivadeneyra 
SECR E RI O RELA TOR (e ) 
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